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SEÑOR PRESIDENTE (Wilson Ezquerra).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Quiero informar a la Comisión una situación que se dio 
en el día de ayer en el edificio de la Facultad de Química con una empresa privada que 
se llama Tecnoingeniería. Los compañeros del Sunca están llevando a cabo medidas 
sindicales en función del cumplimiento de los laudos salariales y por una serie de 
despidos a compañeros que estaban trabajando en la obra. La empresa dio diversos 
motivos para esos despidos, pero los hechos demuestran que se hicieron para quebrar el 
paro sindical y la lucha de los trabajadores. 


En el día de ayer, cuando los compañeros estaban llevando adelante las medidas 
sindicales de paro dentro de la obra, ingresó uno de los patrones y agredió físicamente a 
uno de los delegados sindicales del Sunca. Por tanto, solicitamos a la Comisión que se 
pueda citar para la fecha que entendamos conveniente a esta empresa y al gremio del 
Sunca -o al zonal que entiendan correspondiente- por la gravedad de la situación, que se 
da en un edificio público de la Universidad de la República y con una empresa que 
contrata con organismos públicos como la Universidad pero también con otros como la 
ANEP. Está bueno que estas cosas se puedan ir conociendo. Hemos hablado muchas 
veces del registro de empresarios incumplidores que violentan los derechos laborales; 
tendremos que ir viendo cómo generamos las condiciones para que estas empresas 
tengan un desarrollo distinto y para que existan mecanismos de sanción a fin de que 
cuando cometen este tipo de atropellos violatorios de los convenios de salarios, de la 
libertad sindical y a la integridad de las personas no puedan presentarse en otras 
licitaciones en organismos públicos. Uno puede estar a favor o en contra de un planteo 
pero nunca agredir a otro de la manera en que sucedió en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo invitarlos el próximo lunes 22 luego de la hora 
13: 


(Apoyados) 

———La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 13 y 27) 

———Continúa la sesión. 
(Es la hora 14) 


(Ingresan a sala autoridades del Codicén y del Consejo de Educación Secundaria e 
integrantes de Fenapes) 


——TLa Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una 
delegación del Codicén, integrada por el señor Wilson Netto Marturet, presidente, la 
profesora Laura Motta, consejera, y la doctora Beatriz Dos Santos, secretaria general; 
una delegación del Consejo de Educación Secundaria, integrada por la profesora Celsa 
Puente, directora general, por los consejeros, profesor Javier Landoni y profesora Isabel 
Jaureguy, y por las asesoras, profesora doctora Lisette Roullier, doctora Gabriela Gerpe y 
profesora Gabriela Rosadilla; y una delegación de la Federación Nacional de Profesores 
de Educación Secundaria, integrada por la señora Virginia García Montecoral, presidenta, 
y los señores José Olivera, secretario general, Andrés Bentancor, Emiliano Mandacen, 
Luis Martínez y Marcel Slamovitz. 


Es un gusto que hayan venido a la convocatoria del ámbito de negociación que 
habíamos propuesto en la Comisión. Sabemos que, antes de venir, estuvieron reunidos 
en la Dinatra y, quizás, tengan algo que adelantar. 
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SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- El miércoles pasado, en la reunión de la 
Comisión de Educación y Cultura, pusimos a consideración de qué manera podíamos 
funcionar mejor para tratar este tema. Por razones de economía procesal, decidimos que 
se pusieran de acuerdo los secretarios de ambas Comisiones y que los integrantes de la 
Comisión de Educación y Cultura pudiéramos ser invitados a esta Comisión. De esa 
manera evitaríamos que los invitados tuvieran que ir nuevamente a la Comisión de 
Educación y Cultura para considerar este mismo tema. No sé qué ocurrió con el resto de 
mis compañeros de Comisión, pero si los secretarios se cruzaron las versiones 
taquigráficas de ambas Comisiones del miércoles pasado, supongo que podrán ratificar o 
rectificar lo que estoy diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por Secretaría me dicen que efectivamente así fue. 


SEÑOR OLIVERA (José).- Queremos agradecer al señor presidente y a la 
Comisión. Debemos manifestar nuestro agrado, no solamente por la preocupación que 
tanto la Comisión de Legislación del Trabajo como la de Educación y Cultura han 
manifestado a partir de sus integrantes, que forman parte de los distintos partidos, ante 
los hechos que denunciamos y planteamos en ambas comparecencias, sino también la 
ocupación que tuvieron ambas y, en particular esta, por generar un espacio que 
permitiera por lo menos clarificar algunos elementos que contribuyeran a lo que debe ser 
el pleno reestablecimiento de la negociación colectiva y la vinculación entre la 
Administración y la organización sindical, así como otros aspectos que también 
planteamos en su momento y que vamos a tener que ratificar en el día de hoy. 


Tuvimos la oportunidad de leer la versión taquigráfica de la comparecencia del 
Codicén a esta Comisión y, en ese sentido, quisiéramos manifestar dos o tres elementos 
porque nos parece importante clarificar de qué estamos hablando. 


En primer lugar, debemos decir que, en el acierto o en el error -porque partimos de 
la base de que no somos dueños de la verdad-, no actuamos en función de dimes y 
diretes, sino de hechos que, a esta altura, constituyen un elemento de conflicto colectivo 
de trabajo. Creemos que la documentación entregada en oportunidad de nuestra 
comparecencia a esta Comisión -lo mismo hicimos ante la Comisión de Educación y 
Cultura- colocan algunos elementos sustantivos de esa situación de conflicto colectivo de 
trabajo que tenemos, no me atrevería a decir en el conjunto de la ANEP -aunque pueda 
haber elementos que uno pueda manejar- sino, respetando la autonomía de nuestros 
colectivos sindicales hermanos, en el Consejo de Educación Secundaria. 


En segundo término, lo extraño de la comparecencia del Codicén es que habló de 
muchas cosas menos de lo sustantivo que se había planteado. Nosotros no teníamos la 
intención de discutir en esta Comisión algunas definiciones de carácter de política 
educativa porque, si bien entendemos que son discutibles, hay otros ámbitos 
parlamentarios para hacerlo como, por ejemplo, la Comisión de Educación y Cultura, 
donde con todo gusto estamos siempre dispuestos a intercambiar nuestros puntos de 
vista sobre distintas líneas de política educativa que lleva adelante la Administración. 


En tercer lugar, debemos decir que hoy de mañana tuvimos una instancia en la 
Dirección Nacional de Trabajo en la que planteamos una cuestión que vamos a ratificar 
también aquí por las dudas. Reconociendo las particularidades y dificultades que tiene la 
negociación colectiva en el ámbito público, no seríamos honestos desde el punto de vista 
político si no dijéramos aquí que siempre ha existido una muy buena voluntad y un alto 
grado de profesionalidad por parte del equipo de negociación colectiva en la órbita de la 
Dinatra. 
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Creo que esto no puede ponerse en tela de juicio por parte de ningún actor, 
porque han desarrollado y han desplegado una labor más que interesante en un ámbito 
muy complejo y particular, obviamente, y siempre han estado dispuestos a señalar 
efectivamente los caminos necesarios para encontrar puntos de entendimiento cuando 
hay una situación de conflicto. 


En ese sentido, nos preocupa que se diga que la Dinatra convocó personalmente a 
un miembro de algún organismo a un ámbito de negociación, primero, porque es 
doblemente erróneo y, segundo, porque la negociación colectiva en el Estado no se da 
entre personas, sino entre organismos y organizaciones sindicales. Está claro que 
algunos quisieran negociación por empresas y entre personas; de hecho, en algunas 
partes del mundo existe, pero en Uruguay, felizmente, con mucha sapiencia y 
construcción colectiva desde los distintos ámbitos que contribuyeron a conformar la ley de 
relaciones laborales en el sector público, esto no está permitido, no está establecido. 


Pero por las dudas de que pueda decírsenos que hay dobles interpretaciones o 
más de una biblioteca en este aspecto, quiero decir que nosotros tuvimos -voy a entregar 
la documentación para que tengan constancia, y pido disculpas porque está un poco 
borrosa-, ante una situación conflictiva que se generó por incumplimiento de un acuerdo 
alcanzado el 18 de marzo con el Consejo de Educación Secundaria, una instancia de 
negociación el 8 de junio en la Dinatra, donde la Federación, conjuntamente con el 
Consejo trataban de buscar cuáles habían sido aquellos elementos que estaban haciendo 
incumplir el acuerdo firmado el 18 de marzo. La respuesta de la administración en ese 
entonces fue que había una serie de directivas que estaban estampadas en un acta de 
fecha 25 de mayo, que hacían inviables algunos puntos de ese acuerdo y que, en verdad, 
como órgano desconcentrado sujeto a jerarquía, el Codicén de la ANEP, no podía 
desconocer. 


En virtud de este planteamiento, nosotros solicitamos que se convocara al Consejo 
Directivo Central de la ANEP para una posterior instancia en la que se pudiera dilucidar 
esta diferencia que se estaba generando. Así operó la Dinatra. 


En un correo electrónico fechado el 17 de junio, la Dinatra dice: "Por la presente se 
convoca a audiencia a celebrarse entre el Consejo de Educación Secundaria y Fenapes, 
con presencia de la ANEP, el día jueves 23 de junio de 2016 a las 13:30 horas en 
Dinatra, 25 de mayo 737 piso 2*". Esta instancia es a continuación de la celebrada el 8 de 
junio entre CES y Fenapes, oportunidad en la cual se solicitó la presencia de ANEP. 


Quiero dejar constancia de ese elemento, porque acá se citó otro mail que existe y 
es posterior, efectivamente, en el que se dice que se cita a título personal. La 
convocatoria original -y que leí- es esta, que hace la Dinatra en tiempo y forma citando a 
la Administración Nacional de Educación Pública y no a nadie en particular. 


Es cierto que después por un problema de agenda se modificaron las fechas y 
hubo una consulta de la Dinatra a la delegación sindical a la que, con mucho respeto a la 
determinación que tienen las partes, dijimos que más allá de la definición que pudiera 
tomar el Consejo Directivo Central de la ANEP entendíamos necesario, oportuno y 
recomendable, desde el punto de vista político, que estuviera el presidente de la ANEP, 
porque era una pieza clave en este diferendo que se estaba generando. 


Quiero subrayar acá el buen obrar de la Dinatra, del equipo de negociación 
colectiva del sector público, en particular de los doctores Fernando Delgado, Alessandra 
Raso y Carolina Panizza, que convocaron a la Administración Nacional de Educación 
Pública, de acuerdo con lo que marca la ley de negociación colectiva del sector público. 
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En segundo lugar, hay un aspecto que nosotros señalábamos en aquella 
comparecencia y también en la Comisión de Educación y Cultura que tiene que ver con lo 
que consideramos un estilo de gestión que está reñido, por lo menos, con el marco 
jurídico y con la vigencia de algunos preceptos establecidos en el Estatuto del 
Funcionario Docente. Esas directivas orales que quedaron estampadas en un acta el 25 
de mayo generaron, no solamente incertidumbre, sino violación de derechos que tienen 
los trabajadores, reitero, no producto de un acuerdo ni de una negociación, sino de lo 
establecido en el Estatuto del Funcionario Docente, por lo menos desde el año 1994 para 
acá y que, si bien al igual que la administración entendemos que hay que cambiarle 
algunos aspectos, es el que está vigente al día de hoy. 


En ese sentido, nosotros dijimos y sostenemos que hay algunos elementos que 
han generado violación de derechos. El simple hecho de impedirle a un docente concurrir 
a Una reunión de evaluación -no voy a entrar en las especificaciones de esto- es violentar 
el estatuto, porque este lo habilita. Esto existe y se da en la práctica. 


Para corroborar lo que estamos diciendo, voy a citar a la diputada de Salto por el 
Frente Amplio, Manuela Mutti, que en nuestra comparecencia en la Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Representantes dijo algo muy interesante. Dice así: 
"Yo también soy docente y quisiera decir que en el transcurso de esta reunión me 
comuniqué con Fenapes Salto para preguntar si en nuestro departamento se estaba 
aplicando esto". Se refiere a las órdenes orales que se estaban impartiendo. Y continúa 
diciendo: "Leí la versión taquigráfica y en ningún lugar dice: "resuelve"; entonces, me 
preocupa saber si se estaba dando esa orden en forma escrita u oral. Desde Fenapes 
Salto me dijeron que en estos días se reunieron con los inspectores del departamento, 
quienes les trasmitieron que la orden fue dada en forma oral: estoy hablando de la 
aplicación de lo que consta en la versión taquigráfica.- Esa es una violación del Estatuto 
del Funcionario Docente". 


Esto no lo decimos nosotros, sino una señora representante nacional quien 
corrobora -consultando donde corresponde o, por lo menos, donde ella entiende que 
corresponde- que lo que estábamos denunciando, efectivamente estaba teniendo 
aplicación práctica, y que quienes ejecutaban estas órdenes orales que violentaban el 
estatuto son los inspectores, que están sometidos a jerarquía por lo que, obviamente, la 
instrucción tiene que ser dada por un jerarca. No creemos que sea un invento o una 
acción autárquica del cuerpo inspectivo; y de ser así sería una situación más grave, 
porque estaría actuando al margen no solo de lo que marcan las normas, sino también de 
las directivas de los organismos políticos. 


El otro hecho que denunciamos en el marco de la libertad sindical tiene que ver 
con algo que también se explicita por parte de la Administración en su comparecencia: 
hay una parte que compartimos plenamente; esto lo dijimos en la Dinatra y estamos 
dispuestos a afirmarlo donde sea. En la Administración Nacional de Educación Pública 
existe un convenio colectivo en términos de fueros, particularmente licencia sindical, que 
abarca al conjunto de los sindicatos que la integran. Y después existen, sin formar parte 
de ningún convenio colectivo, una serie de regulaciones -que son distintas en cada 
desconcentrado- para atender situaciones particulares. Por ejemplo -lo citábamos en la 
comparecencia anterior-, la modificación del Decreto N* 291 sobre salud laboral 
determina que por lo menos debería haber veinticuatro horas de formación para los 
representantes sindicales en los ámbitos de salud laboral. Según la interpretación que 
hace la Administración, deberíamos tener a nuestros representantes en esos ámbitos de 
licencia todo el año y nosotros, como organización sindical, no estamos de acuerdo con 
ese concepto. Sí solicitamos que se les habilite espacios de formación, que son 
puntuales, al cabo de un día y por algunas horas. Esto se aplica tanto en Primaria como 
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en el Consejo de Educación Técnico Profesional; entonces, no entendemos por qué la 
Administración pretende coartar esta posibilidad en el ámbito del Consejo de Educación 
Secundaria. Es más, en el caso del Consejo de Educación Inicial y Primaria hay una 
normativa específica sobre este aspecto, hay otro tipo de regulación en el Consejo de 
Educación Técnico Profesional, pero no hay nada por escrito en el ámbito del Consejo de 
Educación Secundaria porque desde hace muchos años se entendió que estas eran 
situaciones particulares. Algunas de ellas están escritas; por ejemplo: la comparecencia 
de delegados sindicales a los congresos de carácter nacional, por lo general, requiere 
una resolución del Consejo para que no haya dudas acerca de la posibilidad de asistencia 
de dichos delegados. 


Otro aspecto importante a remarcar, en el que hemos insistido y reiterado, es que 
sistemáticamente se ha intentado desconocer a la organización sindical. Y en ese sentido 
creo que es oportuno calificar algunos elementos. En la comparecencia del Codicén de la 
ANEP a la Comisión de Legislación del Trabajo, la consejera Laura Motta, con quien 
hemos compartido años en estos ámbitos -obviamente, cada uno desde su lugar y desde 
su rol- dijo algo que debe ser de honda preocupación para cualquier organización 
sindical. Dijo así: "En tal sentido, desde el Codicén siempre hemos tratado de abrir los 
espacios necesarios para el diálogo, y así lo demostramos cuando la Fenapes comunicó 
al Consejo de Educación Secundaria que no iba a continuar participando. Ante esto, en 
forma inmediata convocamos a la CSEU para aclarar los puntos, abrir espacios de 
diálogo y continuar con las negociaciones”. Acá hay un problema serio desde el punto de 
vista político institucional: pretender deslegitimar y desconocer la representatividad de 
nuestro sindicato y trasladar una situación de conflicto, y su posible solución, a un ámbito 
que es de coordinación político- sindical implica, en los hechos, desconocer a la 
organización sindical. 


No nos cansamos de reiterar que la Coordinadora de Sindicatos de Enseñanza del 
Uruguay es un espacio de coordinación político voluntario, donde los sindicatos que la 
integran concurren con ese carácter y, lamentablemente, el Codicén y la consejera Motta 
hablaron -de hecho esto se concretó y concurrimos- de discutir una situación de conflicto 
particular en un desconcentrado con un ámbito que no representa al desconcentrado ni a 
sus trabajadores. Bueno: no atribuimos intencionalidades; solamente señalamos los 
hechos y esto fue expresado por la propia consejera Motta, integrante de la 
Administración. 


En la comparecencia anterior, algún legislador manifestaba en la Comisión -capaz 
que por falta de elementos- que no encontraban aspectos de persecución sindical. 
Lamentablemente, eso no es así y por cuestiones lógicas vamos a hacer llegar a la 
presidencia de la Comisión la copia de dos informes de dirección -elemento clave en el 
proceso evaluativo de cualquier trabajador docente- donde consta a texto expreso que se 
toma en cuenta la actividad sindical del trabajador a la hora de su evaluación. Este es un 
hecho grave porque desde el año 2006 -inclusive antes de la ley de negociación colectiva 
y de otras normas de carácter general- la Administración tenía normas propias -algunas 
de ellas trabajadas en conjunto con los sindicatos- que específicamente señalaban que 
no era posible aplicar esto, es decir, prohibía que se tomara el ejercicio de la acción 
sindical como una situación de demérito a la hora de evaluación de desempeño de los 
docentes, y hasta que se tomara en cuenta en términos de retribuciones no salariales o 
parasalariales, como es el caso del presentismo. 


Hoy trajimos dos de estos informes -lamentablemente hay muchos más: en este 
caso escogimos particularmente un liceo- que contienen dos juicios muy similares que 
dicen: "Excelente docente que se ve afectada en su asiduidad y puntualidad por su 
trabajo dedicado en el gremio". Estamos hablando nada más ni nada menos que de las 
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representantes de la organización sindical a nivel departamental en las comisiones 
departamentales de elección de horas. Cuando se dice lo que se ha mejorado en el 
sistema de elección de horas, se omite manifestar que esto fue posible gracias a una 
fuerte e insistente intervención y trabajo de la organización sindical. De lo contrario, no 
habría sido posible hacerlo, entre otras cosas, por los problemas de gestión que no se 
han resuelto en la administración. 


No es posible que se habilite un espacio bipartito como este -si no hubiera 
trabajado de esta forma, y los elementos están a la vista, jamás se habría llegado en 
tiempo y forma al proceso de elección de horas en los últimos años- y después sea 
tomado como un elemento de demérito a la hora de la evaluación del desempeño de los 
docentes. 


Por lo tanto, vamos a dejar copia de estos dos informes, pidiendo la reserva del 
caso porque allí figuran nombres de personas, para que conste que lo que estamos 
denunciando tiene bases materiales y cuestiones que hacen a una práctica que genera 
violación de derechos. Decimos esto porque el consejero Robert Silva de la 
Administración -que hoy no está presente-, en su comparecencia, planteó que 
desconocía estas cuestiones y nos propone recurrir a la vía administrativa, que nadie 
cuestiona, está vigente, existe, pero cuando hablamos de un problema colectivo de 
trabajo, no es el camino para resolver estos problemas. Ahora, año a año ha ido en 
aumento el número de docentes que ven afectado su desempeño y su evaluación por su 
actividad sindical. 


Entendemos que estamos en un punto que no abarca exclusivamente al buen 
funcionamiento del sistema de relaciones laborales, si bien este es un capítulo, un 
aspecto. 


En ese sentido, nos parece conveniente que el Parlamento, en particular la 
Comisión de Legislación del Trabajo, tome nota de estos elementos, que implican 
violaciones al estatuto, que es otra norma que rige las relaciones laborales. El problema 
es que esto es promovido por la Administración, el problema es que se hace en forma 
oral, es una práctica constante y fuente de conflictos, lo que repercute directamente en la 
vida de las instituciones y afecta a los trabajadores y también a los estudiantes. 


Por lo tanto, partiendo de nuestra buena disposición al diálogo y la negociación, 
creemos que lo que se necesita es clarificar, desde el punto de vista político e 
institucional, el marco de derecho que rige en la Administración. En realidad, se debe 
precisar si esta se apega a ese marco jurídico o si estamos hablando de otra cosa. 


Sin duda, mañana -o esta misma tarde- podríamos reinstalar los ámbitos de 
negociación, pero con eso no vamos a solucionar el problema de fondo, que es el 
conflicto que se origina a diario en la relación laboral que se lleva a cabo en las 
instituciones educativas, y que es producto de estas prácticas de la Administración. 


En realidad, este es un problema político e institucional que no vamos a poder 
resolver exclusivamente en los ámbitos de negociación, porque si la Administración sigue 
en esta línea, vamos a vivir una situación de conflicto permanente, que es algo que no le 
sirve a ninguna de las partes pero, sobre todo, a la educación pública uruguaya. 


Digo esto porque se vino a plantear cuestiones relativas, por ejemplo, a la 
permanencia de los alumnos dentro de las instituciones. ¿Quién va a estar en contra de 
eso? El problema son las condiciones. Este tal vez sea un problema central, pero también 
lo son los miles de estudiantes que quedan fuera del sistema educativo por no haber 
capacidad para albergarlos, y parece que eso no le preocupa a la Administración. Y este 
año eso fue claro. 
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Entonces, o discutimos los problemas de fondo de manera seria y clarificamos el 
marco político institucional, sobre todo, con relación a las normas que regirán esa 
relación, o vamos a tener un problema permanente. 


Si esto es medianamente entendido, y hay expresa voluntad política de las partes, 
creemos que puede haber condiciones para reinstalar los ámbitos de negociación, pero si 
seguimos así, mañana vamos a volver a esta Comisión o a concurrir a otro ámbito. 


Los informes que acabo de entregar al presidente de la Comisión son muy 
similares a los realizados en los años noventa, época en la que la OIT observó al Estado 
uruguayo debido a que una directora de un liceo expresó su concepto de valoración sobre 
los docentes en los mismos términos. 


Sabemos que la realidad cambió en término de derechos y que se crearon 
sistemas de relaciones laborales, pero si esas normas no se aplican en la vida cotidiana 
de las instituciones, y en la relación laboral concreta, tenemos un problema. En realidad, 
en los papeles tenemos un sistema de relaciones laborales que todo el mundo -nosotros 
incluidos- aplaude, pero no tiene aplicación práctica, y esto es lo que se trata de corregir. 


Por tanto, debemos tener claro cómo serán, de aquí en adelante, las lógicas de 
relacionamiento, ya que todos debemos cumplir las normas y apegarnos a ellas para que 
estos conflictos, que son cotidianos, no se generen. 


SEÑORA GARCÍA MONTECORAL (Virginia).- Siguiendo la línea de lo que dijo el 
señor secretario general, nosotros quisiéramos hacer referencia a algunos ejemplos que 
hacen a la vida cotidiana. 


Cuando concurrimos a esta Comisión en una anterior oportunidad manifestamos 
que estábamos hablando del organismo más grande del Estado, que abarca a más de un 
millón de personas, es decir, la tercera parte de la población. Por lo tanto, cualquier 
problema que abarque a esta cantidad de personas, considerando que son niños, jóvenes 
y adolescentes, debe constituir un compromiso de país. 


Las autoridades han desconocido a título expreso, y por órdenes orales -lo que ya 
se dijo- cuestiones que hacen a los más elementales derechos. 


En la anterior oportunidad que concurrimos a esta Comisión hicimos referencia a 
las palabras del presidente de la ANEP, el profesor Wilson Netto, quien dijo que no se ¡ba 
a justificar la ausencia al aula por reuniones de profesores. Eso es imposible. 


Además, de acuerdo a la reglamentación, el descuento que sufren los docentes 
por faltar a una reunión de profesores es mayor que el que se produce por faltar a una 
clase, debido a la importancia que tienen esas reuniones. Todos los presentes fuimos al 
liceo -antes o después-, y sabemos que los alumnos, los padres y los profesores están 
pendientes de esta reunión, ya que se trata de una instancia didáctica, pedagógica y 
social fundamental. 


Inclusive, la autoridad dispuso la realización de cursos -la otra vez hice referencia 
al curso de directores y subdirectores porque era el más reciente-, pero no justifica las 
faltas, o no aclara cómo justificará las faltas de los profesores a los que obliga a asistir a 
esos cursos. Es claro que cuando se selecciona a un docente para asistir, obviamente, es 
obligatoria la concurrencia, cosa con la que acordamos absolutamente. Además, ocurre lo 
mismo por los exámenes por estudio. 


En la anterior asistencia a esta Comisión entregamos un material relativo al 
Estatuto Docente, pero su artículo 70 -que está puesto de forma general en el 50 que, de 
pronto, es un poco más abarcativo-, desde el 70.8 al 70.12 está absolutamente en 
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cuestión, y porque sí, ya que no ha ocurrido nada para ello; no ocurrió ninguna catástrofe 
para que de golpe sucediera eso. 


Creo que lo que se pretende es resolver, de manera administrativa, problemas que 
tienen una complejidad muy grande. Además, eso se hace a partir de ciertas medidas 
puntuales, que lo único que hacen es enrarecer el clima, generar conflicto y situaciones 
sumamente complicadas que aterrizan en las aulas y en la atención a los muchachos. 


En realidad, nosotros estamos sumamente alarmados por el hecho de que las 
autoridades de la educación, en una sociedad democrática, estén llevando adelante este 
tipo de desconocimientos y de retroceso, que si bien no se justifica bajo ninguna 
circunstancia, mucho menos en esta, ya que no ha ocurrido nada para que sea así. 


Lo que nosotros vinimos a plantear -cosa que hemos hecho en las distintas 
instancias- es que necesitamos contar con garantías para que se cumpla lo que se pueda 
llevar a establecer en los ámbitos de negociación, porque no queremos que después el 
Codicén diga: "Esto no corre, y esto no corre...", que fue lo que dijo literalmente su 
presidente. 


En realidad, venimos a defender nuestros derechos -somos casi veintiún mil 
docentes- y los de más de once mil afiliados. También venimos a defender los derechos 
de los muchachos, porque si esto no es claro, la gente se va, que es algo que ya se dijo; 
si esto no es claro, se genera un caos y es como poner un cristalito en una solución 
química inestable. 


Por tanto, lo que queremos es que el órgano superior nos garantice que se va a 
cumplir con el estatuto docente, con lo establecido en el Acta N* 90 y con la ley. 


SEÑOR SLAMOVITZ (Marcel).- Muy sintéticamente, quiero agregar algunos 
ejemplos con respecto a los temas planteados por los compañeros. 


En primer lugar, quiero decir que siempre actuamos de buena fe y mandatados por 
la asamblea de delegados, el Comité Ejecutivo de la Federación y otros organismos. Por 
otro lado, venimos a reivindicar a la educación pública, tan cuestionada, por ejemplo en 
cuanto a la parte edilicia, que se ha mejorado como producto de sendas luchas de los 
trabajadores que ustedes bien conocen. 


Asimismo, denunciamos la violación a las libertades sindicales que, desde nuestro 
humilde punto de vista, está demostrada. No vamos a permitir que en un Estado 
democrático se violen los derechos sindicales y que no se respeten los acuerdos. El 18 
de marzo nos reunimos con el Consejo de Educación Secundaria -está documentado- y 
hubo una intromisión por parte del Codicén y la ANEP. También denunciamos lo que 
tiene que ver con la oralidad y la violación a los fueros sindicales. 


Nos gustaría venir a este ámbito y a la Comisión de Educación y Cultura del 
Parlamento para discutir de educación; esto es lo que nos interesa como colectivo 
docente. Lo que sucede es que esta realidad, de permanente de violación a los derechos, 
de dar clases en condiciones infrahumanas, nos obliga a hablar de estos temas. Nosotros 
ponemos a los chiquilines en primer lugar pero también defendemos a los trabajadores 
-por respeto, también, a los mismos chiquilines- porque no se trata de educar en 
cualquier condición. 


No se cumple con la ley. 


El sábado estuve en Vista Linda, El Dorado, en las Piedras donde hay cincuenta 
niños esperando afuera para poder ingresar, luego de un acuerdo del INAU, el Consejo 
de Secundaria e Intendencia de Canelones. Este es un ejemplo concreto donde no se 
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está respetando el derecho al estudio y al trabajo. Allí los profesores dan la merienda, 
limpian los baños y, aunque esto no es ofensivo para nadie, no es su rol: el rol es educar. 
Además, allí se está en malas condiciones como en el peor lugar de África. No se puede 
dictar clases ni en Juanicó ni en Vista Linda ni en otros lugares. 


Nosotros no solo queremos hablar de educación sino también del 
perfeccionamiento docente. Una y otra vez vemos a dirigentes de la ANEP hablar de 
perfeccionamiento docente pero cuando hay profesores que van a congresos de 
asignaturas como, por ejemplo, literatura, que se realizó en mayo -u otros congresos 
académicos-, no se les justifica el día. No solo se están violando los derechos laborales 
sino también los derechos de los chiquilines a tener mejores docentes. 


Voy a explicar cómo funciona eso de la oralidad para que los señores diputados 
comprendan el funcionamiento de la ANEP. Funciona a través de lo que nosotros 
denominamos la nueva policía política, que son los inspectores de institutos y liceos que 
por medio de la oralidad sustituyen a aquellos viejos inspectores de asignaturas que, 
prácticamente, no fueron renovados. Por ejemplo, en historia -acá somos varios los 
profesores de historia-, hay dos inspectores de historia en todo el país. Quiere decir que 
acá lo que está primando no es el nivel académico sino la policía política y el 
cuestionamiento al espíritu crítico, todo lo que hemos leído, practicado y luchado en este 
país por conquistar. 


Las autoridades hablan de diálogo -hoy estuvimos en la Dinatra- y dicen que están 
abiertas al diálogo. Pero el problema es que hay que respetar la ley de negociación 
colectiva. Uno dialoga con sus amigos, con su familia, con sus hijos, con quien quiere, 
pero nosotros estamos exigiendo que se respete la ley. Esta comisión puede hacer de 
puente -saludamos y lo agradecemos- para volver al ámbito de la negociación con 
garantías. 


El acta del 18 de marzo fue suscrita por el Consejo de Educación Secundaria. En 
ningún momento nosotros firmamos algo diciendo que estábamos en contra de la 
permanencia de los chiquilines. Sin embargo, hemos exigido condiciones edilicias y de 
personal. Prácticamente, quedan muy pocos psicólogos y trabajadores sociales a lo largo 
y ancho del país. 


Quienes trabajamos en docencia directa e indirecta todos los días vemos -los 
señores diputados lo saben- la cantidad de violencia doméstica que hay en todos los 
liceos. Los distintos docentes impartimos las clases, escuchamos, somos oídos, pero se 
necesita de profesionales; no hay profesionales en casi ningún lado. Esto es lo que 
tendríamos que estar discutiendo hoy y no este retroceso histórico que es la violación a 
nuestros derechos. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Luis).- Hemos dicho más de una vez, que trabajamos en una 
profesión que amamos, nos formamos para ello pero, simultáneamente, sentimos una 
gran tristeza porque después de varias décadas de lucha y de sacrificio, pasando por el 
período previo a la dictadura, teniendo en cuenta lo que nos costó conseguir y conquistar 
derechos, creíamos que estaban asegurados y hoy parece mentira que estén 
cuestionados. Tenemos que estar discutiendo estos temas para que se respete la 
normativa: los convenios con la OIT, el estatuto, el acta 90 de 2006. Pero no solo hace a 
los derechos de los trabajadores sino también a la formación futura de los jóvenes 
ciudadanos. ¿Qué señal se quiere dar desde la administración, de la ANEP que conduce 
a 700.000 estudiantes, 61.000 funcionarios y más de 4.000 locales a los jóvenes de este 
país? ¿Que hay que violar la normativa, la ley? Artigas -siguiendo a Rousseau- decía que 
es muy veleidosa la probidad de los hombres si no media la seguridad del contrato. Esas 
leyes no se respetan, se violan sistemáticamente en forma oral y escrita. El acta del 25 de 
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mayo -participaron gente del Consejo y gente del Codicén- fue firmada por los profesores 
Netto, Landoni, Puente y Jaureguy. Allí se estableció que no se exoneraría la no 
asistencia al aula por las reuniones de profesores. Hoy no está habilitado para nadie salir 
de las aulas para asistir a cursos de capacitación; no hay nada que autorice a los 
docentes a salir de las aulas. Esto está escrito; ahí lo tienen. 


Entonces, entre otras cosas, quiero preguntar qué me va a pasar la semana que 
viene cuando tenga reunión de boletín en el Liceo N* 26 de tarde y, al mismo tiempo, en 
el Liceo N* 11 del Cerro. Acá se dice también que hay que estudiar y que las reuniones 
de profesores, donde los profesores evalúan a los alumnos, ponen notas, evalúan 
actitudes, procesos de formación y aprendizaje, se pueden hacer de forma ficta con un 
quórum mínimo. Esto me parece -sin adjetivar- algo totalmente fuera de lugar. ¿Cómo las 
autoridades de la enseñanza pueden plantear que la reunión del boletín donde se evalúa 
a los gurisitos, a nuestros chiquilines, se haga en forma ficta y que vayan tres o cuatro? 
Además, uno se pregunta qué sucede si uno está en una reunión de boletín en un lugar y 
se falta al otro. ¿Nos van a descontar, a castigar en la actividad computada? En el 
informe que dio el compañero José Olivera no solo le bajan el puntaje sino que le ponen 
como ochenta faltas cuando el acta 90 de 2006 dice claramente que las actividades 
sindicales no afectarán ni el presentismo ni la actividad computada. Sin embargo, 
seguimos en esa misma línea. Eso está escrito. 


Asimismo, como solución a esto se plantea -en el acta del 25 de mayo- que las 
reuniones se harán los días sábados. Pero los días sábados hay clases. ¿De qué 
estamos hablando? ¿Alguien que conozca la realidad de Educación Secundaria pretende 
colocar siete u ocho reuniones de boletín de profesores en un sábado? Este tema no es 
menor para nosotros. Las reuniones de profesores se hacen nada más en el primer ciclo 
fundamentalmente y, después, se recibe a los padres para dialogar con ellos. 


Reitero que acá en forma oral y escrita hay una sistemática violación de estos 
derechos y, también de los derechos de los estudiantes a recibir la mejor educación que 
merecen los hijos de los trabajadores. 


Además de que hay informes escritos, es permanente la actitud de una gran 
mayoría de inspectores y directores del país que en forma oral, más o menos explícita, 
sutil o declarada, a veces encubierta de amenazas o con prepotencia, pretendiendo 
desconocer la organización sindical y que juegue como una especie de espada de 
Damocles el informe final de la dirección de los docentes, fruto de su actividad sindical. 


Estamos muy preocupados por este asunto y quisiéramos estar discutiendo otras 
cosas porque, así como Benedetti decía que el sur también existe, el interior también 
existe. 


Hace un mes fuimos a Pirarajá, entre otros lugares, y se tuvo que dar clases a la 
intemperie porque no había salones ya que se había invadido de agua Jane. Tuvieron 
que dar clases en la sala de profesores o en la biblioteca que son calabozos cerrados. 
Eso es Pirarajá. Esto tendríamos que estar discutiendo: los recortes brutales que estamos 
sufriendo. Estos son los temas que nos preocupan. 


Una vez más el sindicato va a defender el nivel de la educación pública y su 
compromiso, porque nosotros pasaremos -obviamente- pero esta etapa de la historia 
debe servir para reafirmar las libertades y los derechos de las futuras generaciones. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Voy a ser muy breve ya que creo que debemos tratar de dar 
contenido a un ámbito de intercambio. El intento que ha hecho la Comisión de Legislación 
del Trabajo apunta a buscar un acercamiento que posibilite un proceso de negociación 
-no importa si no es en este ámbito- en el que se empiecen a analizar los temas centrales 
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a partir de algo que descontamos, que es la voluntad de ambas partes en ese sentido y 
en cuanto a avanzar en una solución. 


Simplemente, quisiera hacer una exhortación a fin de generar un ámbito de 
intercambio. Es legítimo el planteo que se hace, al igual que el seguramente formulará el 
Codicén, pero tal vez lo que tenga mayor utilidad sea realizar un intercambio a fin de 
avanzar sin que nadie se quede con nada para decir. Me parece que lo central que nos 
planteamos cuando pensamos en este espacio es que sirva para acercar a las partes y 
que podamos contribuir mínimamente a la resolución de una situación o, por lo meno, a 
encaminarla. 


Con todo respeto a los dos partes, pienso que está muy bien que cada una diga lo 
que siente pero quizás lo más importante sea avanzar en un proceso de intercambio 
escuchando las distintas posiciones. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Voy a expresarme en el mismo sentido que el 
diputado Puig. 


No voy a erigirme en representante de la Comisión de Educación y Cultura porque 
estoy solamente yo presente, pero cuando se discutió este tema en esa Comisión por 
primera vez y se volvió a discutir el miércoles pasado -lo pueden comprobar en las 
versiones taquigráficas-, los integrantes de todos los partidos estuvimos de acuerdo en 
que las próximas reuniones en este ámbito, a las que asistiríamos como invitados, fueran 
con el objetivo de acercar a las partes, aunque no quiero repetir lo que dijo el colega Puig. 


Como integrante de la Comisión de Educación y Cultura y como técnica en 
educación que ha gestionado una institución educativa -como todo el mundo lo sabe- 
quiero decir que aquí no hay solamente temas laborales y sindicales. Acá hay temas 
educativos porque la gestión es un tema educativo además de laboral. No se trata de que 
la Comisión de Legislación del Trabajo desconozca ese tema, pero esa es la 
especificidad de la Comisión que integro y me consta que además de todo lo que se ha 
dicho desde el punto de vista sindical y lo que han expresado quienes han hecho uso de 
la palabra hasta el momento, hay temas de gestión educativa que hacen al resultado de 
la educación. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Creo que aquí hay dos enfoques. Esta es la 
Comisión de Legislación del Trabajo y el sindicato vino a expresar una situación que tiene 
que ver con la libertad sindical y la negociación colectiva. No escapo a discutir el tema de 
la educación porque esa no es una potestad solo de los profesores sino de todo pueblo. 
Deberíamos instrumentar un lugar amplio en la Plaza 1% de Mayo para discutir entre todos 
qué educación queremos, haciendo un gran debate de varios días. Me parece que el 
sindicato ha buscado eso y creo que está bien. 


Quiero aclarar a la diputada preopinante que en este espacio se planteó una 
situación de libertad sindical y negociación colectiva; por eso es el ámbito que creíamos 
conveniente utilizar. Por otra parte, está la Comisión de Educación y Cultura que 
entendemos avanza sobre otros aspectos que tienen que ver con una visión más global 
que concierne a la educación. 


Quería hacer esta precisión porque de lo contrario este ámbito no tendría sentido. 
No es que no me guste meterme en la educación, porque tengo hijos que estudian, pero 
quiero aclarar que el sindicato vino a este ámbito a plantear estos dos temas. Entonces, 
quisimos articular un espacio para avanzar de común acuerdo aceptando que existen 
algunos obstáculos que impiden la mejora del relacionamiento así como trabajar en el 
tema de la libertad sindical y la negociación colectiva. Podemos estar todos de acuerdo y 
así avanzamos. Digo esto porque si nosotros planteamos a las autoridades que asistieran 
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para trabajar sobre este tema, pero introducimos otros asuntos, no vamos a terminar 
nunca. Creo que después de que discutamos estos dos temas que el sindicato plantea se 
podrá avanzar en otros aspectos que quizás no conciernan a esta Comisión. Reitero que 
no es que no me guste discutir el tema de la educación, pero quizás no concierna a esta 
Comisión y debamos construir un ámbito más amplio, como lo hicimos en otros casos. 
Hace poco tiempo hicimos un debate a raíz del juego de azar y me sorprendió que al 
abrirlo viniera gente de todos lados a discutir. Creo que si se hiciera un ámbito más 
amplio sobre el tema educativo hasta el pueblo podría participar, así como los consejos 
vecinales y las organizaciones barriales. Estando aquí no me siento habilitado para hablar 
de un tema educativo y a partir de allí resolver todo. 


Hago esta aclaración porque, de no actuar así, vamos a derivar en otro tema y me 
parece que debemos centrarnos en lo que el sindicato planteó. Consideramos que no 
puede haber entendimiento acerca de la libertad sindical y la negociación colectiva y 
necesitamos un espacio real para ello. Eso es lo que se manifestó aquí. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que tratemos de concentrarnos en el tema central 
aprovechando que están presentes las delegaciones. 


El tema de las injerencias es nuestro y desde que armamos este ámbito e 
invitamos a otros legisladores debemos escucharlos más allá de que después generemos 
otra instancia. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Discrepo, señor presidente. Se manifestó que este 
tema sería tratado en la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Voy a ser muy breve porque lo que me 
interesa es otra cosa. Hay que saber de educación; ese es el tema. 


Yo me limito al acta del 25 de mayo. En esa acta -que está escrita-, por la que se 
habla de violación a la negociación colectiva y a los derechos sindicales, se están 
prohibiendo temas educativos. Ese es el tema. Nadie va a venir a hablar aquí de 
Habermas, y si quieren puedo empezar a agregar. 


Yo me limito al acta del 25 de mayo; es lo que quise decir; si no se me entiende lo 
aclaro. Cuando uno refiere a la violación del estatuto docente está hablando de derechos 
de los trabajadores y de los alumnos, por lo que está hablando de educación. Lo dije en 
ese sentido. No voy a hablar de otra cosa, ni de currículum, ni de evaluación, ni de nada, 
sino del acta del 25 de mayo, donde esto está escrito. Considero que de lo contrario no 
podemos salir del problema. Debemos centrarnos en eso y no dije otra cosa. Quise 
aclarar que ese tema también era esencialmente educativo. 


SEÑOR MANDACEN (Emiliano).- Ya hemos expuesto bastante. 


Solicito al presidente que le otorgue el uso de la palabra a la delegación del 
Codicén. Pido que se nos anote en la lista de oradores para hacer uso de la palabra 
luego de que intervenga la delegación del Codicén y el Consejo porque tenemos algunos 
planteos concretos para hacer pero es bueno escuchar a la contraparte. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Saludamos la creación de este ámbito. Agradecemos los 
oficios que esta Comisión ha generado, como distintos espacios de mediación, encuentro 
y también de negociación. Toda la administración reafirma su voluntad de promover todos 
los ámbitos de participación y negociación. 


Quisiera poner de relieve algo no menor en el avance que en esta temática se ha 
dado en el país, como son todos los derechos y libertades. Y si en el marco de las 
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gestiones y las administraciones aparecen falencias que pretenden habilitar esto, 
estaremos todos a considerarlas -porque acá lo que prima es la democracia y los 
avances en libertades, que este país sostiene en forma sistemática y profunda- para 
corregirlas. 


Dividiremos nuestra primera presentación en dos fases: una volcada a la 
convocatoria y otra volcada a cómo continuamos de aquí en más, poniendo en valor algo 
de lo que creo que todos estamos convencidos que es que las temáticas que tenemos 
que analizar y discutir, superadas las desinformaciones o informaciones que no tienen 
especificidad suficiente y pueden generar confusiones, son los temas de fondo que, de 
ninguna manera, pienso debilitar en importancia con respecto a la temática que nos reúne 
hoy aquí. 


Por lo tanto las dos fases son, en primer lugar, los temas vinculados a la 
convocatoria a los que se ha hecho referencia y, en segundo término, las distintas formas 
que podemos adoptar de organizarnos para avanzar en las dificultades que aquí hoy se 
sostienen. 


Damos por descontado el interés por la mejora de todos los actores porque 
confiamos plenamente en la profesión docente -por eso optamos por ella- y en que 
cotidianamente los docentes, a lo largo de la historia, construyen educación; a diferencia 
de muchos momentos en que esas construcciones quedaban en nombres propios, hoy 
creemos que el trabajo debe ser claramente colectivo. 


La primera fase, relativa a la convocatoria, me gustaría dividirla en tres temas: 
primero, el carácter de la citación; segundo, las temáticas sobre libertad sindical que aquí 
se han expresado; y, tercero, el cumplimiento de la normativa, que debemos analizar y 
respecto a lo cual tenemos que trabajar para que sea uno de los aspectos que estén en 
primer lugar en el marco de gestión de la institución. 


Respecto a la citación, quiero transmitir que lo que el profesor Olivera plantea es 
absolutamente correcto. El día 17 de junio, a través de la Dinatra, se solicita la presencia 
de la ANEP, que es el ente autónomo, es la Administración Nacional de Educación 
Pública, que tiene varios cuerpos: el Consejo Directivo Central y los Consejos de 
Educación. Entonces, se pregunta a la secretaría de la Dinatra cuál es el carácter de la 
convocatoria, cuáles Órganos de la ANEP son los convocados y en ese momento se 
establece que existe interés en que esté presente el Codicén. Fueron tres instancias, y 
esto no descalifica en absoluto, sino que, al contrario, enaltece el trabajo de los 
profesionales que están en ese ámbito, que tuvieron la delicadeza y la dedicación de 
precisar a quién se refería la convocatoria. 


El 17 de junio se produce la primera conversación y luego hay dos posteriores que 
terminan con la convocatoria del 20 de junio -que ustedes tienen en mano en la carpeta 
que entregamos:, la última, que con claridad expresa que con relación a la audiencia de 
referencia les informamos que Fenapes nos ha transmitido que considera imprescindible 
la presencia del presidente del Codicén, Wilson Netto, en esa instancia. Tal vez esto 
puede llevar a confusiones; de ninguna manera puede llevar a mala fe y a mala voluntad 
de ninguno de los tres actores, elemento que queremos dejar absolutamente claro. Pero, 
por las dudas, para poder avanzar en esto -ya que estoy de acuerdo en que aquí no 
estamos para que cada uno diga lo que siente o lo que piensa, sino para poder expresar 
aquellas diferencias que creemos que en el marco de las relaciones se apartan de las 
normas establecidas-, voy a ir a la Ley de Educación. 


El artículo 67 de la Ley de Educación dice: "(Atribuciones de los Presidentes del 
Consejo Directivo Central y de los Directores Generales de los Consejos de Educación) 
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[...J', y en el literal B) expresa: "Representar al Consejo cuando corresponda"; esto no 
significa tener la voluntad del órgano en su conjunto. Por lo tanto, dada la precisión que 
pedimos en función de la Ley de Educación, establecimos con los compañeros de Dinatra 
cuál era el carácter de la convocatoria, y se nos envío el mail que entregamos a la 
Comisión para poder destrabar la hipótesis de mala fe de cualquiera de las partes, que 
estoy convencido de que aquí no ha existido. Creo que aquí hay una confusión en la 
comunicación en función de la complejidad que tiene la Anep en toda su constitución. 
Pero para eso afortunadamente tenemos la ley y también -nos haremos cargo- 
trabajamos en pos de debilitarla, tanto esta ley como las distintas normas a las que 
haremos referencia. 


Por lo tanto, el tema de la citación, a nuestro entender, está lo suficientemente 
aclarado como para no trasladar responsabilidad de ningún tipo a los compañeros de la 
Dinatra ni atribuir ninguna intencionalidad a ninguna de las partes, porque las confusiones 
en función de esa complejidad pueden estar dadas. 


Respecto a la libertad sindical, acá se ha mencionado en más de una oportunidad 
la Resolución N* 12 del Acta N* 90, de 2006, y la Resolución N* 3 del Acta N” 97, de 
2006: el tema está en tener la capacidad de leer en detalle lo que prevé. Es un acta que 
-insistimos- se desprende de avances muy importantes en el país, que llevan consigo la 
necesidad de un decreto de reglamentación de la licencia sindical. En ese sentido, luego 
de un trabajo de un año de los actores del momento, se estableció esta Acta N* 90 -que 
entregamos a ustedes para su estudio-, la Resolución N* 12, del 12 de diciembre de 
2006. También entregamos a la Comisión la Resolución N* 3 del Acta N* 97, del 29 de 
diciembre de 2006, donde se reglamenta la licencia sindical y la Resolución del 24 de 
febrero de 2016, donde el Consejo de Educación Secundaria establece ciertos aspectos 
en su globalidad, pero luego hace un complemento de resolución para poder darle 
completitud material a este derecho, derecho que sostenemos, que apoyamos a lo largo 
de la historia y que debemos seguir apoyando, en el marco de lo que está establecido. 
Eso es lo que establece la normativa, y en esa normativa hay un pleno cumplimiento. 


Este tema para nosotros es muy caro. Es distinto discutir algún artículo cuyo 
cumplimiento puede ser de difícil interpretación que avasallar las libertades sindicales: 
son dos temas a dos escalas distintas, y debemos tenerlo claro. No existe voluntad de la 
Administración -lo decimos una vez más; lo hemos repetido en distintos ámbitos- de 
violentar ni de erosionar, de ninguna manera, la actividad sindical de ningún tipo, en el 
marco de las normas aprobadas, que han permitido dar garantía, sostenibilidad a estas 
libertades a lo largo de los tiempos, por lo menos de estos tiempos. 


En tercer lugar -para dedicarle menos tiempo a esto y sí más tiempo a las 
propuestas de salida de esta situación de diferendo o de interpretaciones inadecuadas 
por ambas partes; doy ese espacio-, me gustaría hacer referencia al cumplimiento de la 
normativa. Acá aparecen varios aspectos y criterios. Hay uno en particular que me 
gustaría aclarar una vez más, que tiene que ver con algunos dichos referentes a un acta 
cuya redacción tal vez no complemente las visiones globales que la Administración 
pretende transmitir en su conjunto. 


En ese sentido y avalando lo que aquí se ha planteado por parte de los 
compañeros de Fenapes, voy a leer el artículo que hace referencia a ello, que es el 
70.12. El primer párrafo de dicho artículo expresa: "Las Direcciones antes mencionadas 
concederán licencia a los docentes que deban concurrir a reuniones obligatorias de 
profesores o integrar mesas de exámenes o concursos en el ámbito de la enseñanza 
oficial y habilitada [...]", y termina diciendo: "[...] siempre y cuando existe interferencia de 
horarios", y aquí la interpretación es esta. Las pautas que se han dado a nivel general es 
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mejorar las logísticas, a través de inspectores y directores, en colaboración con los 
actores de cada centro, para permitir que estas horas de interferencia se minimicen 
respecto a lo que históricamente se pudo haber manejado. Esa es la pauta de trabajo 
para la Administración: minimizar, a través de un trabajo profesional organizado -debido a 
la diversidad de situaciones que somos todos conscientes que vive el docente y 
fundamentalmente el profesor uruguayo, con multiplicidad de empleos en distintos 
centros educativos, horarios que coliden-, de una logística, que da mucho trabajo a los 
mandos medios desarrollar, que implica mucho diálogo con los trabajadores de cada 
centro para ver cuál es su situación y acordar los calendarios, en este caso, de las 
reuniones de profesores. Esa es la preocupación, el espíritu y la voluntad del órgano 
jerárquico de la Administración; no es avasallar derechos, más allá de lo feliz o infeliz que 
puede ser lo que se escriba en un acta, y asumiremos las consecuencias y los dichos que 
correspondan en ese sentido, pero que no tienen un peso de orden formativo, sino de 
opinión en el marco de un contexto del que se extrae una parte. Y acá, en este ámbito, 
me gustaría hacer uso de un tiempo mayor para poder expresarlo. Dice el artículo 70.12: 
"[...] siempre y cuando exista interferencia de horarios"; la propuesta es que los mandos 
medios trabajen en profundo diálogo con los actores locales, docentes, funcionarios 
-dada esa dificultad que existe, que plantean los compañeros y a quienes damos la razón 
en ello-, a efectos de organizar el mejor cronograma, trabajando para minimizar 
superposiciones de horarios que harían que las clases se debilitaran o se perdieran. Ese 
es el espíritu de todo lo que estamos conversando respecto a este punto, y corregiremos 
todo aquello que de alguna manera nos distraiga o distorsione la información global 
respecto a cuál es la voluntad de la administración. 


Para terminar debo decir que cualquier punto que se aparte de la norma debe estar 
dentro de cada uno de los Consejos. Hay una relación de orden administrativo y jurídico 
que corresponde y está en plena vigencia en un régimen de derecho como el nuestro. Si 
yo creo que se me violenta un derecho, tengo que denunciarlo. No hay voluntad de parte 
de esta administración de violentar ninguno de ellos. Puede haber actores locales o 
personales que se excedan más allá de lo que prevé la normativa o inclusive de las 
normas de ética que podemos valorar como sociedad. Para despejar esas situaciones y 
para que la administración pueda tomar en cada uno de los Consejos las resoluciones 
que entienda convenientes dando garantías a la totalidad existen los correctivos, las 
denuncias respectivas y el trámite correspondiente. 


En definitiva, y quiero ser firme en este aspecto: no existen pautas de esta 
administración que pretendan minimizar derechos; en lo más mínimo. Sí se pretende, en 
el marco de las normativas, ir construyendo juntos y de manera colectiva espacios y 
formas de organización que nos permitan tener un mayor impacto de abordaje en las 
competencias que claramente tiene la administración. 


Creo que el tiempo dedicado por parte de la administración al motivo de la 
convocatoria es suficiente, salvo que existan puntos particulares que se pretendan 
abordar. Tenemos que tratar, de aquí en más, de encontrar los espacios en los que se 
sostienen las diferencias que no nos permiten continuar trabajando en equipo, en forma 
colaborativa, como lo hemos pensado siempre y en los momentos en los que 
encontramos los mejores ámbitos para lograrlo. 


SEÑOR MANDACEN (Emiliano).- En el día de ayer estudiamos las actas y nos 
causó una gran preocupación la intervención del asesor letrado del Codicén, quien en 
forma inapropiada, diríamos carente de caballerosidad, generó una presión indebida a la 
consejera electa de los trabajadores, Isabel Jaureguy. Queremos decir a esta Comisión 
de Legislación del Trabajo que eso no lo vamos a permitir, porque la consejera, además 
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de ser una referente para el sindicato, es una referente académica y para los estudiantes 
en general. Por lo tanto, no vamos a dejar pasar este tipo de cosas. 


Por otro lado, la preocupación que la administración manifiesta en este momento, 
que saludo, radica en documentos escritos. Los informes de dirección que entregamos 
son de dos dirigentes sindicales de trayectoria, no solo en la Fenapes, sino en los 
plenarios intersindicales del interior del país. Si esto ocurre con referentes sindicales 
departamentales, no quieran saber lo que ocurre con compañeros que no tienen el grado 
de notoriedad que tenemos algunos por responsabilidades circunstanciales. Estamos 
hablando de gente con trayectoria y militancia de años que estructura en las comisiones 
departamentales de elección de horas la mejor elección de horas para el sistema. Este 
trabajo es honorario y muchas veces fuera de hora, y otras veces se tienen que ausentar. 
Yo saludo que se quiera plantear a la normativa como el eje central y que haya una 
preocupación en la comisión con respecto a establecer avances, pero no se me puede 
decir que no hay contradicciones. No voy a entrar en las contradicciones porque no 
quiero entrar en el corral de rama en el que estamos hace mucho tiempo, pero si uno 
compara las actas con la práctica, hay contradicciones notorias. 


Se me ocurrió establecer una categoría: la pauta utópica versus la realidad. Por 
ejemplo, establezco una pauta de trabajo que implica las reuniones sin una hora de 
pérdida de clase. Ahí estamos hablando de un ideal, no estamos hablando de la realidad, 
y ahí hay un problema, un choque. ¿Por qué? Porque existe el multiempleo, existen 
docentes que trabajan sesenta horas, no por placer, sino por una cuestión salarial. Una 
pareja de docentes no puede agarrar menos de cuarenta y ocho horas semanales cada 
uno, y si tienen hijos a cargo, menos. Puedo tomar otra pauta utópica versus realidad: la 
realidad implica que en algunos liceos del país hay clase los sábados, y en otros no. Yo 
puedo plantear que las clases se hagan los sábados después de las diez de la noche, y 
en ese caso tendré que pagar doble y nocturnidad. Puede ser, pero hay que negociar. 


Hay órdenes orales que están escritas y violentan el Estatuto del Funcionario 
Docente. Me alegro de que acá se reconozca que no se va a ir más por ese camino. 


Voy a citar otro ejemplo de realidad versus pauta utópica. Venimos de una gira por 
algunos lugares de Canelones en los que existe una profunda preocupación tanto laboral 
como pedagógica porque los inspectores recorrieron liceos diciendo que el año que viene 
va a haber menos grupos. Allí tenemos una situación laboral y otra pedagógica: pérdida 
de grupos, pérdida de horas de trabajo y además, chiquilines que si no tienen 
construcciones acordes a un análisis demográfico de perspectiva para los próximos 
veinte años, van a estudiar hacinados. En Tala, un inspector anunció que se va a cerrar el 
5” de bachillerato artístico, y eso generó una preocupación legítima en la comunidad. 
Entonces, los temas se chocan. 


Ayer al mediodía recibimos una comunicación de la Dinatra que reperfilaba un 
espacio que era netamente para discutir elección de horas y nos planteaba la 
construcción de otro para buscar alternativas. Ese espacio se dio en la mañana de hoy; la 
Fenapes lo evaluó y solicitó un cuarto intermedio hasta el próximo martes para trabajar en 
las salidas que impliquen el respeto a la normativa. Nosotros ya planteamos algunas 
soluciones al Consejo de Educación Secundaria, por ejemplo, que en su comunicación 
institucional plantearan un /ink de negociación colectiva que permitiera tener público 
acceso a todo lo acordado, porque nos encontramos con una realidad: por ejemplo, hay 
inspectores en el interior del país que aplican el Estatuto del Funcionario Público y no el 
Estatuto del Funcionario Docente; tenemos cualquier cantidad de relatos sobre eso. Se 
me puede decir que se ignora la normativa; bueno, vamos a abrir ese margen, pero una 
cosa es el Estatuto del Funcionario Público y otra el Estatuto del Funcionario Docente. 
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Venimos de una larga tradición en la que las libertades se conquistan y se 
construyen. Si vamos a ese espacio, estamos dispuestos a trabajar. Se hace referencia a 
la preocupación por el Acta 90. Nosotros creemos que hay que profundizarla, porque se 
queda corta. Cuando se generó el Acta 90, una cantidad de aspectos relativos a la salud 
laboral no estaban arriba de la mesa. Es necesario construir un sistema que amplifique la 
licencia sindical más allá del casco duro de horas que tienen la Federación y los demás 
sindicatos para que los compañeros puedan asistir a las comisiones de salud laboral. 
Este es un hecho de la realidad, porque la ampliación de las licencias sindicales 
puntuales es diferente en los desconcentrados. Hay que sentarse, debatir y unificar. Esta 
perspectiva parte de la base de que el Estatuto del Funcionario Docente está vigente y 
hay una cantidad de aspectos de política educativa que hacen a las condiciones de 
trabajo. Vamos a tener que sentarnos a discutirlos en profundidad, pero en serio, porque 
manejamos elementos teóricos y estructurales y si no damos un debate profundo, la 
tendencia a la territorialización mal planteada, mal conceptualizada, puede generar 
elementos serios de privatización de la educación pública. Ese es un elemento laboral y 
un elemento pedagógico. 


La Fenapes y algunos de sus integrantes -nosotros no, porque somos un poco más 
jóvenes, pero por suerte tuvimos la oportunidad de intercambiar ideas con muchos de 
ellos- son constructores de la ley de negociación colectiva, no son espectadores. Y, en 
ese marco, estamos dispuestos a trabajar en los aspectos del cumplimiento cabal de la 
normativa y de algunos aspectos de formación. 


Creemos que hay que avanzar sustancialmente en la formación de los mandos 
medios del Consejo de Educación Secundaria y del Codicén de la ANEP en lo que se 
refiere a normativa laboral, porque hay un profundo desconocimiento. La mayoría de los 
inspectores desconoce el Acta N* 90, y no atribuyo responsabilidades ni intenciones 
personales; solo la desconocen. Y también nuestros compañeros tienen que profundizar 
en aspectos de formación. 


Perspectivas de salidas tenemos, cómo no, asumiendo las cosas, como lo hizo la 
señora diputada Mutti en una sesión cuando dijo que ocurrían en su departamento. O ¿no 
es persecución sindical si un dirigente sindical que ocupa un local, en plena esencialidad, 
después recibe una denuncia? Eso, sin duda, es persecución sindical. Se trabajó, se trató 
de no establecer como eje ese tema, porque había otros más importantes, una agenda de 
prioridades de la Federación Nacional de Profesores, que la tiene. Entonces, vamos a 
establecerla en el marco que nos parece que tiene que estar. 


Reitero que en la Dinatra hicimos un intermedio hasta el próximo martes y 
pretendemos ir ese día a tratar de construir un primer documento de acuerdo. Saludamos 
que, después de mucho tiempo, el Codicén de la ANEP, como órgano rector, y su 
desconcentrado, estén dispuestos a construirlo y a firmarlo, no solo con temas puntuales 
a solucionar sino con una perspectiva de trabajo. Digo esto porque nos preocupa que 
hace unos días recibimos un correo electrónico de la Secretaría General del Codicén por 
el que nos invita a los sindicatos de la CSEU a informarnos de elementos que son 
centrales en nuestras condiciones de trabajo. No tiene que invitarnos a informar; nos 
tiene que invitar a negociar, a trabajar, a estructurar acuerdos porque, de lo contrario, se 
está violando la ley de negociación colectiva. 


Nada más, señor presidente. 
SEÑOR NETTO (Wilson).- Simplemente quiero hacer dos comentarios. 


En primer lugar, en ningún momento -formalmente- hemos recibido un planteo, 
tanto de Fenapes como de la Coordinadora de Sindicatos de la Educación Pública, de 
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rediscutir y ampliar lo resuelto por la Administración en el año 2006. Lo hemos escuchado 
en más de una oportunidad; creemos que es un elemento totalmente lícito y la 
Administración está abierta a ese debate, pero hoy nos estamos manejando con las 
normas que están aprobadas, y estas dicen lo que dicen; no les podemos hacer decir lo 
que creemos que deben decir. 


En ese sentido, estamos abiertos a generar un espacio para poder seguir 
trabajando en este tema y encontrar nuevas resoluciones. 


En base a eso voy a hacer un segundo comentario. Seguramente una vez que 
culmine esta sesión, habrá algunos funcionarios redactando el acta y cada uno de 
ustedes tendrá opiniones distintas o coincidentes con respecto a un tema. Nadie va a 
pensar que va a salir alguien de aquí con un acta, valorada por el mecanismo que 
ustedes tengan validado, y va a decir que eso es ley. Por lo tanto, de la misma manera 
hay que ubicar los valores y las categorías que tienen los distintos documentos en el 
marco de las Administraciones. Y particularmente -por qué no-, también, utilizo el ejemplo 
-y discúlpenme- de este ámbito. No creo que del acta que se genere y se discuta, cada 
uno salga pensando que lo que cada uno expresó se convirtió en ley. 


Son dos elementos que me parece importante aclarar pero, para poder profundizar 
en esto, porque hay algo de fondo, porque hay denuncias importantes que tienen que 
estar presentadas para que el sistema pueda operar y, además, para tomar información y 
formar opinión, me gustaría que hiciera uso de la palabra la directora general de 
Secundaria. 


SEÑORA PUENTE (Celsa).- Agradezco mucho a las dos Comisiones esta buena 
disposición y, como siempre he hecho, sobre todo en las últimas reuniones, insisto -una y 
otra vez- en que es necesario ir hacia un camino de encuentro que nos permita ir 
construyendo juntos, porque tenemos pendientes algunos temas que son muy 
significativos y que tienen relación con los estudiantes, con lo que ocurre en los centros 
educativos desde el punto de vista pedagógico y didáctico. Por lo menos la 
Administración tiene muchos pendientes en esa línea y desearía contar con un flujo 
natural de posibilidades de trabajo que, en este momento, no están dados con la agilidad 
con que desearíamos. 


Quiero hacer dos o tres aclaraciones. La primera, que desde el 8 de junio hemos 
solicitado a Fenapes, por escrito, que nos envíe las denuncias de los hechos de 
afectación de la libertad sindical y esto no ha ocurrido. Me refiero, por ejemplo, a los 
informes de dirección de los que se ha hablado. 


La consejera electa presentó uno de ellos, un facsímil en la última sesión del 
Consejo, y como era no sé si una fotografía o un escaneado, decidimos solicitar al 
registro del CES el documento original o la copia validada. Cuando ocurre una denuncia, 
la Administración -y creo que Fenapes reconoce esto, porque es el modo natural que 
tenemos de funcionar- inmediatamente tramita e investiga. Es una modalidad que 
tenemos incorporada, sin lugar a dudas. Damos todas las condiciones y las garantías del 
caso, porque así debe ser; no es porque somos buenos sino porque realmente debe 
hacerse de esa manera. 


Con respecto al tema de la formación, también me gustaría hacer algunas 
aclaraciones. Nosotros somos una institución educativa y tenemos por principio cuidar la 
formación de todos nosotros y de nuestros planteles. Ya hemos hecho, con fecha 19 de 
julio, un encuentro en el que hemos abordado el tema del acoso laboral con la persona 
más idónea y más formada en este país, que es la doctora Cristina Mangarelli, y por el 
PIT- CNT Hugo Etchenique. Y ya tenemos prevista una segunda sesión, que será sobre 
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negociación colectiva, y todavía no la hemos realizado porque en este estado de 
situación no queríamos que se malinterpretara. De todas maneras, ya está convocado el 
doctor Hugo Barreto, asesor del ministro Murro, para poder llevar adelante este tema. 
Nuestra expectativa es que haya personas por parte de Fenapes y, particularmente, se 
estaba pensando en el doctor Parrilla, y también algunos de nuestros asesores jurídicos. 


Me parece que es importante que se tomen en cuenta estas aclaraciones. Creo 
que podríamos hacer algunos otros comentarios, pero me parece que este no es tiempo 
de entrar en una casuística. 


Finalmente, insistimos en que si hay denuncias, que se hagan por escrito, porque 
la Administración no solo tramita sino que sigue esos casos con atención. Creo que 
insistir en ese punto es importante para no incurrir en algo que acá es motivo de reclamo: 
la oralidad. 


SEÑOR OLIVERA (José).- Capaz que es un problema de capacidad, pero no me 
caracterizo por los discursos elípticos; podemos hablar mucho y no decir nada o poco e ir 
a lo sustantivo. 


Hay un aspecto que a mí me parece de orden. Se nos dice que leamos bien y 
quiero recordar a esta Comisión que fuimos redactores del Acta N* 90, por las dudas, y 
que desde nuestra responsabilidad en el PIT- CNT formamos parte del proceso de 
elaboración de la ley de negociación colectiva. Esto no da mérito de nada; simplemente, 
me parece que no es el camino correcto responsabilizar de malas lecturas a los 
problemas de gestión y de crisis institucional que tiene la Administración. 


Acá se acaba de decir algo que para nosotros es sustantivo. Fíjense que el Acta 
N? 90 es del año 2006; me alegro sinceramente de que en el año 2016 se estén haciendo 
cursos sobre negociación colectiva y, de ser posible vamos a apoyarlo, porque 
entendemos -y se lo hemos planteado al Consejo de Educación Secundaria, 
particularmente- que es necesario. Cuando uno va a un centro educativo y se encuentra 
con un director o con un inspector -más grave aún- que dice no conocer una norma del 
año 2006, estamos ante un problema de gestión; es decir, la Administración no tomó 
ninguna acción proactiva para corregir esto, ni siquiera para difundirla y dar a cabalidad 
un conocimiento de su contenido. 


Cada uno podrá interpretar lo que entienda pertinente, pero ustedes lo tienen por 
escrito. Hay compañeros que están siendo sancionados en su evaluación, en su puntaje y 
en su actividad computada -dos elementos clave para la calificación del docente- por 
inobservancia de la aplicación del Acta N* 90. ¡Que lo resuelva la Administración a este 
problema! 


Y cuando se nos dice que hagamos denuncias por escrito, nosotros decimos que 
no compartimos que los conflictos colectivos de trabajo se expresen por la vía 
administrativa. No lo compartimos, porque no es un problema individual. 


Uno puede fingir amnesia, pero en cada comparecencia al Consejo de Educación 
Secundaria hemos ido un día y otro también diciendo que se están violando determinadas 
normas y que se está persiguiendo gente. Capaz que la Administración no tomó nota de 
eso, pero lo venimos reiterando desde hace muchos años. 


Dicho esto, quiero plantear hacia adelante dos o tres cuestiones que me parece 
que son clave. Primero, deseo saludar el planteo que realizó hoy en la mañana la 
consejera Motta, que no tiene nada que ver con lo que hacía el presidente del Codicén de 
la ANEP hasta ahora, es decir, meter por dentro, como corresponde, del proceso de 
negociación, al Codicén de la ANEP. Este planteo que hizo la consejera Motta nos parece 
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que es un primer elemento a suscribir, porque entendemos que hasta el momento había 
una muy mala interpretación -desde decir que "fui invitado personalmente", hasta "no 
tengo por qué negociar con un sindicato de un desconcentrado"-, e implica un cambio 
sustantivo. El planteo realizado, que esperemos que el Codicén respalde, nos parece que 
es un primer buen elemento hacia adelante. 


La segunda cuestión tiene que ver con el absoluto e irrestricto respeto al marco 
normativo que no es solamente, reitero, la ley de negociación colectiva o la de libertad 
sindical, que no es solamente el Acta N* 90, sino el Estatuto del Funcionario Docente 
como norma que establece reglas de juego, en el marco de las relaciones laborales. 


Creo que hay necesidad imperiosa también de un elemento que no estuvo puesto 
hasta ahora, pero que creemos que es necesario establecerlo. Me refiero al cese de las 
agresiones públicas por parte de jerarcas de la Administración hacia el cuerpo docente, 
hacia el sindicato y sus dirigentes. Podemos estar acertados o errados, compartir o no, 
pero no hemos encontrado un solo insulto de parte de los dirigentes sindicales hacia la 
Administración; sin embargo, no podemos decir que suceda lo mismo desde la 
Administración hacia los trabajadores. 


Nos parece que estas tres condiciones son requisitos básicos para reinstalar 
cualquier ámbito hacia futuro. Me refiero a un involucramiento mayor del Codicén, 
particularmente cuando las cuestiones en estudio por parte de ambas representaciones 
no encuentran un punto de salida, y es bueno estar por dentro de la jugada para 
encontrar un puente y de allí una salida; el otro sería el apego absoluto al marco 
normativo, así como un clima de respeto. Nos parece que son tres cuestiones básicas. 


En segundo lugar, creo que hay necesidad de construir una agenda urgente, por 
distintos motivos, que habilite un trabajo sistemático de ámbitos que tienen que ver, no 
solamente con el funcionamiento regular de los ámbitos de negociación entre Fenapes y 
el Consejo de Educación Secundaria, sino también con el Codicén, y no solamente con 
Fenapes, ya que en muchos de estos temas debería ser con la Coordinadora, porque son 
de carácter general. 


El tercer elemento que me parece que hay que profundizar -algo ya se está 
haciendo, diez años después, pero más vale tarde que nunca- es el tema de la formación, 
que nos parece bastante importante. 


Creemos que hay que seguir el ejemplo de algunas cosas que se hacen bien. Por 
ejemplo, tenemos que decir que la instalación de las comisiones de salud laboral -lento, 
es cierto, no llegando al número que se desearía, pero existen- están empezando a 
arrojar resultados muy positivos. Hay un funcionamiento regular de los ámbitos de salud 
laboral en las bipartitas, tanto a nivel central como de centros de trabajo. Hoy estamos en 
el entorno de cuarenta centros de trabajo que ya cuentan con sus comisiones bipartitas 
de salud laboral. 


Planteo estas tres cuestiones que podrían llegar a generar las condiciones para un 
reestablecimiento pronto, pero hay necesidad de poner algunos aspectos en negro sobre 
blanco. Me parece que sería medio complejo -como dijimos en algún momento- poner en 
negro sobre blanco que el Estatuto del Funcionario Docente está vigente, pero es 
necesario, porque hubo directivas orales que lo contravinieron. Entonces, hay que 
reestablecer el orden y es necesario. 


Si hay voluntad política de hacerlo, como aquí se ha expresado, y de respetarlo, 
¿cuál es la dificultad de ponerlo en negro sobre blanco y firmarlo? Si hay voluntad política 
y el Codicén se va a involucrar en los procesos de negociación colectiva, aun cuando 
esta sea entre un desconcentrado y el sindicato respectivo, pongámoslo en negro sobre 
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blanco. ¿Cuál es el problema? Establezcamos una agenda; quizás no sea hoy, sino el 
martes próximo después de ese intermedio que estamos planteando con la Dinatra. 
Afinemos el lápiz y pongámosle pienso y acción concreta al tema de la formación, porque 
es clave. En este aspecto, me parece que nosotros también podríamos contribuir, así 
como lo hicimos convocando a algunos asesores en el área de salud laboral -recién se 
decía acá-, también lo podemos hacer en negociación colectiva y en otros temas; 
voluntad política existe, pero requerimos que algunas de estas cuestiones se pongan 
pronto en negro sobre blanco, para poder reestablecer el ámbito. 


SEÑOR MANDACEN (Emiliano).- Creo que ya se ha dicho prácticamente todo. 


Simplemente, quería decir que en los espacios de formación que se están 
planteando nosotros mismos veremos a qué asesores enviamos, porque la convocatoria 
a esos espacios de formación debe ser en general al sindicato, que luego define qué 
asesores envía. No es la Administración quien decide los asesores que van a esas 
instancias. 


No quiero entrar en polémica, pero debo manifestar que la Federación no trabaja 
bajo la casuística; tiene miles de kilómetros recorridos visitando cada rincón del país y es 
responsable de todo lo que hace políticamente. La última agenda de infraestructura que 
tiene un trabajo muy arduo del Codicén de la ANEP, del Consejo de Educación 
Secundaria, para tratar de minimizar algunos problemas de infraestructura que había, que 
existen aún, fue elaborada por este sindicato y entregada a la jerarquía correspondiente 
de la ANEP, antes de hacerla pública. 


Voy a solicitar que de ahora en adelante se saquen de los espacios determinadas 
afirmaciones que son casuísticas, porque si hay un sindicato que tiene un mapeo claro de 
lo que pasa en cada rincón del país, con cincuenta y siete filiales en los diecinueve 
departamentos, es esta Federación y no trabaja bajo la casuística. 


SEÑOR BENTANCOR (Andrés).- Creo que habría que dejar claro y en evidencia 
un par de puntos. Por ejemplo, los problemas educativos son problemas laborales para 
los profesores, porque cada modificación a nivel pedagógico, lo es a nivel laboral. 
Ademés, afectan directamente a los estudiantes. 


Por otra parte, no voy a volver a entrar en discusiones sobre las actas del 18 de 
marzo y del 25 de mayo. Creo que queda clarísimo, negro sobre blanco, que hubo 
violación del Estatuto del Funcionario Docente o por lo menos del artículo 70.12. Además, 
yo puse de manifiesto en la Comisión de Educación y Cultura -aquí hay una diputada 
presente- lo que hoy hablaba Marcel Slamovitz en el sentido de que no se respeta la falta 
de los docentes para asistir a los congresos, lo que está previsto por el artículo 70.8. No 
se justifica la participación en los congresos, pero después salimos a los medios a decir 
que necesitamos formación de los docentes, lo cual es contradictorio. 


Reitero que los problemas educativos para los docentes son problemas laborales. 
La buena fe de nuestro sindicato queda expresa cuando, más allá de haber roto los 
caminos de la negociación colectiva, pedimos que se volviera a abrir esa vía por la 
elección de horas. En ese sentido, había un acta firmada en noviembre de 2015; 
entonces, la Fenapes pide que se abra esa mesa para empezar a trabajar sobre un punto 
que a la Administración le interesa, que es la elección de horas por más de un año. 


Nosotros creemos de buena fe en la negociación colectiva, pero previo a esa 
instancia, el 1% de agosto, en la ciudad de Carmelo, la directora general propone a la sala 
de directores -no sé si de buena fe, pero no en un ámbito de negociación colectiva-, la 
posibilidad de realizar una experiencia piloto de elección de horas por más de un año en 
el departamento de Colonia. No sé si acá se está obrando de buena fe o de mala fe, pero 


dd 


queda claro que esto fue inconsulto con los trabajadores y que tres días antes se había 
pedido la instancia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para empezar a 
conversar este tema antes del 31 de agosto. 


Es cuanto quería dejar sentado. 
SEÑORA PUENTE (Celsa).- Quisiera hacer una aclaración. 


Me parece que aquí se están presentando las cosas de un modo que no es 
correcto. Como directora general del Consejo de Educación Secundaria -tengo un estilo 
de gestión por el que voy recorriendo los centros educativos de los distintos 
departamentos- me asiste una libertad plena para conversar con la gente, para consultar 
puntos de vista, saber qué piensa, compartir ideas y recoger propuestas que me están 
planteando. Entonces, no me parece adecuado que de alguna manera eso se vea como 
una vocación de vulnerar la negociación colectiva. 


Quería hacer esta salvedad porque como he sido nombrada, quiero plantear que 
yo recorro el país, consulto, pregunto, recojo opiniones, expreso puntos de vista y me 
parece que eso no altera en absoluto un ámbito de negociación colectiva del que después 
emergen las decisiones que vamos llevando adelante. 


SEÑORA MOTTA (Laura).- Buenas tardes a todas y a todos. 


Quiero agradecer el ámbito de discusión que se ha establecido en esta 
oportunidad. Para nosotros, para el Codicén, es muy importante todo lo que hace a la 
vida sindical y laboral. 


Simplemente, quiero decir que en lo que me es personal fui fundadora de ADES en 
un momento en que en el país había dictadura, no existían los sindicatos y fue preciso 
crear la figura de asociación civil para que eso fuera posible. Compartimos tiempos que 
luego dieron lugar a la creación de esta figura -a raíz de la imaginación y creatividad de 
los estudiantes, a través de la Asceep- y lentamente se fue conformando la Fenapes. En 
aquellos tiempos fue muy difícil, sobre todo en el interior del país, concretar la actividad 
gremial y sindical. 


Así se nucleó ese conjunto de sindicatos en lo que se dio en llamar Coordinadora 
de Sindicatos de la Enseñanza del Uruguay, organismo que funciona desde hace mucho 
tiempo, desde mediados de los años ochenta. El funcionamiento que se dan los 
sindicatos es propio y en eso no queremos entrar. Simplemente digo que en la actividad 
que en algún momento llevé adelante, como en la que realizo ahora, en todo momento la 
forma de organizarse el movimiento sindical ha sido de respeto y lo sigue siendo hasta el 
día de hoy. 


Quiero referirme a una cuestión que hemos dejado establecida y fundamentada en 
nuestra comparecencia anterior ante esta Comisión: la forma de negociación de buena fe 
que en todo momento ha tenido la Administración Nacional de Educación Pública. Ya lo 
hemos fundamentado; por eso no voy a ahondar en ello porque consta en la versión 
taquigráfica y ustedes ya lo han escuchado. 


Hoy en la mañana se dio un paso más que no pretendo que se me atribuya a mí. 
Como sucede en todo organismo, este es un proceso que se va a ir discutiendo, también 
a la interna. Entonces, se estableció un proceso de mediación por parte de la Dinatra, en 
el cual comenzamos a conversar hoy y continuaremos el día martes. En ese espacio de 
negociación se planteó claramente que hay un ámbito que es de los desconcentrados con 
sus sindicatos, y otro que es de la CSEU con el Codicén, en la bipartita. 
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En el numeral 4) del Acta N* 97 de 29 de diciembre de 2009, se establece: "Hacer 
saber a los distintos Sindicatos que la presente resolución" -que regula la actividad 
sindical- "entrará en vigencia en oportunidad de la suscripción de un convenio que recoja 
los aspectos sustantivos de la presente así como los acuerdos emanados de la Bipartita 
CSEU- CODICEN". Esta es la forma en que se llevan adelante las negociaciones, tanto 
en materia salarial como en las negociaciones colectivas que siempre se hacen en el 
ámbito de la CSEU y del Codicén. 


Hay espacios propios de los consejos desconcentrados y de sus sindicatos y otros 
que tienen que ver con aspectos colectivos, como en el caso del Estatuto del Funcionario 
Docente que se está trabajando actualmente en una Comisión. 


Con respecto al tema de las libertades sindicales, en el numeral lIl del Acta N* 90 
se establece que: "Se reconoce el derecho de reunión, propaganda y afiliación sindical en 
dependencias de ANEP y dentro del horario de trabajo, o fuera de él, siempre que ello no 
interfiera en el desempeño de la labor docente o no docente". Esto está vigente desde el 
año 2006, así que no debe sorprender a nadie. Lo que debemos encontrar es la forma en 
que se pueda ejercer la libertad sindical, dando a su vez la garantía a todos los jóvenes, a 
los niños y a sus familias, de que se van a impartir las clases, de que la educación está 
funcionando. Eso es lo que se trabajó a partir de las diferentes resoluciones en el sentido 
de cuál es la modalidad en la que se pretende que se organicen tanto las reuniones como 
la actividad dentro de los centros. 


En ese sentido, cada desconcentrado, como ya establecimos, tiene que regularse 
para que esto sea posible. 


Por lo tanto, solo me resta decir que entendemos que estamos transitando un 
camino, y que tenemos la firme expectativa de seguir avanzando, por el bien de la 
educación, en un ámbito de trabajo y de entendimiento que nos permita dar al pueblo 
uruguayo la educación que requiere. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Luis).- Nos alegra que se esté ratificando la normativa vigente; 
la Federación está en ese camino. 


Se habló bastante del Acta N* 90, de diciembre de 2006, la que, a esta altura, me 
sé casi de memoria. 


Como se sabe, los profesores -doy clases de historia- le mandamos deberes a los 
gurises, pero nosotros también los tenemos, porque debemos seguir estudiando y 
valorizando los temas para seguir impartiéndolos. Y el Acta N* 90 dice que la evaluación 
del desempeño funcional de los trabajadores docentes y no docentes no podrá, bajo 
ningún concepto, ser sanción indirecta de posiciones sindicales o ideológicas. 


Ahora bien, el numeral lll dice: "Es competencia natural de la autoridad el 
cumplimiento de las normas que consagran derechos sindicales y por consiguiente el 
estudio de las situaciones en que se denuncie la inobservancia de lo expresado en el 
numeral precedente, así como la aplicación de las medidas que eventualmente 
corresponda a los funcionarios con responsabilidad jerárquica omisos". 


En realidad, debido a una razón de senectud, durante años he presentado decenas 
y decenas de denuncias por maltrato, prepotencia, acoso y violación de derechos, pero 
no se investigan y no se tienen en cuenta. Entonces, res non verba, hechos y no 
palabras; en realidad, me alegra de que todo eso haya cambiado, y ojalá se concrete todo 
lo manifestado. 


Por otra parte, quiero comentar que hace un mes, en el liceo departamental de 
Treinta y Tres se le quería impedir al sindicato la realización de un taller de derechos 
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laborales y economía. Esta actividad se planificó para un sábado y los compañeros 
informaron que se iba a llevar a cabo con suficiente antelación; de todos modos se nos 
quiso prohibir su realización. ¿De qué estamos hablando? Por esa razón tuvimos que 
hacer algunas llamadas y decir que si no podíamos llevar a cabo la actividad íbamos a 
tener que ocupar el liceo. 


Entonces, ¿quién genera los conflictos? Directores de liceos nos dijeron que 
teníamos que pedir permiso para llevar a cabo reuniones sindicales. ¿De qué estamos 
hablando? 


Por lo tanto, como dije, me alegra de que todo esto se concrete y que se firme que 
se van a respetar, en su cabalidad, todos los derechos. 


Es claro que siempre estaremos comprometidos con la defensa de la educación 
pública, porque amamos lo que hacemos. 


Por otra parte, teniendo en cuenta que se habla mucho de los sindicatos, ya que 
forman parte de nuestra vida, al igual que el Poder Legislativo y la democracia, a la que 
siempre hemos defendido, quiero decir -por una cuestión de edad me tocó vivir desde 
1968 en adelante lúcido- que en este país siempre hubo sindicados, inclusive en la 
dictadura, aunque eran clandestinos. Y en ellos estaban los compañeros que tuve el 
gusto de conocer en el Penal de Libertad. 


Por lo tanto, siempre hubo sindicatos en este país -no empezaron en 1985- y 
siempre los habrá, porque el pilar básico de la democracia es la libertad. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Después de escuchar todas las exposiciones, puedo 
decir que los zapallos se van acomodando en la carroza. 


Todos nosotros venimos del ámbito popular, y creo que nadie tiene que ponerse 
delante de los otros, y tanto las autoridades como el sindicato levantaron ese centro, lo 
que se desprende de las palabras de Netto y Olivera. 


Por tanto, creo que logramos el objetivo, ya que el martes se llevará a cabo otro 
ámbito de negociación, en el que se establecerán los acuerdos. 


Yo vengo del movimiento sindical, y puedo decir que lo que termina 
comunicándosele a los compañeros es lo que resuelve el sindicato y plasma en el acta. 
Por tanto, creo que la discusión solo puede aportar para el resultado final. Digo esto 
porque el resultado final de los temas que se analizan en esta Comisión se acuerda entre 
todos, aunque cada uno tenga una visión distinta sobre el tema. 


Por lo tanto, saludo que se esté llevando a cabo una negociación en la Dinatra. 
Además, creo que el derecho sindical tiene que ver con la educación y con todos los 
ámbitos de trabajo. 


Sabemos que en una asamblea -yo vengo de la autogestión- es difícil discutir 
cómo aplicar un reglamento después de que se elabora y se vota. Decimos esto porque 
siempre se dan situaciones particulares, pero eso no tiene que atentar contra lo acordado 
en forma colectiva. 


Entonces, al igual que los señores Netto y Olivera, creo que debemos centrarnos 
en plantear este tema y en llegar a un acuerdo. 


En realidad, es problemático que alguien no respete un reglamento de trabajo 
acordado en forma colectiva, por eso todo debe quedar claro y los involucrados, de un 
lado y de otro, deben proceder de acuerdo a lo establecido. Digo esto porque si se 
producen hechos violatorios de la libertad sindical es porque alguien no cumple con lo 
acordado. 
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Muchas veces, debido a que pertenecemos a determinado grupo, tenemos una 
visión diferente; de todos modos, debemos tener una visión clara y saber que no se 
pueden violentar los derechos colectivos que acordamos entre todos. Por lo tanto, si eso 
ocurre, alguien le tiene que decir al que procede mal que está equivocado. 


Como ya dije, creo que van en ese camino. 


Además, considero que lo que trató de hacer la Comisión de Legislación del 
Trabajo, en cuanto a abordar una instancia de conciliación, fue lo correcto. Este tipo de 
cosas ya las hemos hecho en otros ámbitos, tal como dijo el señor diputado Puig antes de 
votar esta instancia. 


Solo me resta decir que esperamos que nos mantengan informados sobre los 
avances que alcancen en la reunión que se llevará a cabo el próximo martes, ya que para 
nosotros es muy importante. 


SEÑOR PUIG (Luis).- El pasado miércoles, cuando la Comisión de Legislación del 
Trabajo aprobó la convocatoria de este ámbito, hicimos referencia a que no se estaba 
llevando a cabo un intercambio con respecto a los temas de fondo. 


En ese sentido, lo que pretendió la Comisión fue buscar una instancia para que las 
partes pudieran discutir todo lo que quisieran. 


En realidad, no sé si la convocatoria a este ámbito tuvo algo que ver con el hecho 
de que en la Dinatra se cambiara de dirección y se incluyeran temas más de fondo. A lo 
mejor tuvo que ver, o a lo mejor no. A lo mejor tuvo que ver o no. 


Lo que reivindico es que esta comisión se planteó contribuir a la convocatoria de 
este ámbito, en el entendido de tratar de ayudar a las partes a encontrar un camino de 
discusión. Después, los contenidos, cómo avanzan y qué es lo que se resuelve, forma 
parte de la discusión entre las partes en un ámbito como la Dinatra. La intención de esta 
comisión desde el primer momento no fue laudar -lo dijimos con mucha claridad-, no 
pretendíamos laudar y no íbamos a afirmar que hubo una acción antisindical ni que no la 
hubo porque este no es un tribunal de alzada, no le corresponde a esta comisión. En todo 
caso tratamos de generar un ámbito donde las partes puedan desarrollarse. 


En la mañana de hoy se constituyó un ámbito tripartito en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y la Dinatra. Nos parece que es importante que se negocie en esos 
ámbitos. Las partes plantearon acá la voluntad de avanzar en un proceso de discusión 
que les permita arribar a las mejores soluciones, y es eso lo que se planteó en la 
Comisión. No nos propusimos sustituir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ni 
laudar ni decir quién tiene la razón o no. Pero esta comisión no podía permanecer ajena 
ante una ausencia de negociación que se estaba dando a nivel de la educación pública. 
Por este motivo nos parecía que teníamos que hacer esta contribución, no para tener un 
espacio jerarquizado. Si a partir de esto se logra que se instale y se profundice un ámbito 
en la Dinatra, bienvenido sea y esta comisión estará a las órdenes, como siempre. 


Queríamos dejar en claro cuál era nuestra intención al generar este ámbito. Creo 
que lo que se hizo hoy fue muy saludable porque, tal vez, el martes cuando se vaya a la 
Dinatra, habrá cosas que ya se dijeron, que ya se dejaron establecidas, mensajes que se 
enviarán de ambas partes. Como todos quienes están en torno a esta mesa saben mucho 
de negociación, seguramente ello va a servir para allanar el camino. 


Simplemente esta era la intención. Con la contribución clara de ambas partes, creo 
que se ha avanzado. 
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SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Creo que se ha dado un espacio interesante y muy rico 
de intercambio. 


La voluntad de los diputados de esta comisión también es compartida por la de los 
compañeros y colegas de la Comisión de Educación y Cultura, lo cual tiene que ver con el 
relato que hacían los señores diputados Puig y Placeres. 


Sin ánimo de hacer ningún tipo de síntesis ni resumir esta reunión, quiero señalar 
que lo importante de la reunión de hoy es que se colocaron sobre la mesa tres aspectos 
bien relevantes: la defensa de la negociación colectiva -que no fue negada por ninguna 
de las partes en función de los reclamos planteados-, la defensa de la libertad sindical y 
la defensa y protección del estatuto docente, tres elementos para nosotros centrales. Al 
mismo tiempo, también expresado por las dos partes, se planteó la posibilidad de estar 
discutiendo al mismo tiempo para mejorar todos estos aspectos que hoy están en 
discusión y arriba de la mesa. 


Me parece que es una contribución bien importante la que se ha hecho hoy y ojalá 
derive en la solución a esta situación puntual para seguir avanzando en los demás 
aspectos. Ninguna solución es definitiva ni termina por culminar los procesos históricos 
de lucha que pueda llegar a tener el movimiento sindical o popular, ni los aspectos que se 
puedan estar desarrollando desde el punto de vista de una perspectiva programática, en 
este caso educativa, de las autoridades de la educación. Considero que son elementos 
que se pueden complementar y potenciar. Creo que le ha hecho muy bien a esta 
situación de conflicto, encontrar un espacio. La versión taquigráfica recogida en el día de 
hoy también puede ayudar a ese entendimiento. Como bien decía Netto, no es una ley 
pero es una especie de material y documento que sirve para entendernos mejor, fuera de 
los espacios de discusión que se generan como fruto de los tonos. A veces leyendo es 
más fácil interpretar los contenidos y el fondo de los asuntos que a través del lenguaje 
verbal, con el cual podemos darle otro tono, otro énfasis. 


Agradezco la presencia tanto al sindicato como a las autoridades del Codicén por 
haber demostrado ambas partes la voluntad de diálogo y de acercar posiciones, que es lo 
que queremos, no solo los miembros de la Cámara de Diputados sino también la 
ciudadanía, el pueblo uruguayo en general. Todos queremos ponernos de acuerdo a fin 
de hincar el diente a aquellos aspectos que sabemos son centrales, decisivos oO 
definitorios para la democratización del país, que es lo que hoy estábamos hablando: 
cómo la educación se transforma en un pilar, en un motor, que permita ampliar aquellos 
aspectos democráticos que hacen a la construcción de la libertad y la soberanía de 
nuestro país. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero reivindicar todo lo que aquí se ha 
dicho. 


Por otra parte, quiero dejar claro que este proceso se inició en la Comisión de 
Educación y Cultura a solicitud del sindicato Fenapes y, también, de la representante 
sindical del Consejo de Educación Secundaria que, inclusive -ya lo hemos dicho- 
presentó documentación. Este ha sido un largo proceso. Me parece que estamos 
empezando a andar por el camino -así lo queremos todos- del entendimiento. 


Si se va a poder llegar o no, eso dependerá de cada uno de los actores 
institucionales que en este momento están en la educación. Nosotros siempre vamos a 
ser una caja de resonancia. En el mismo sentido que decían los colegas diputados de la 
Comisión de Legislación del Trabajo, lo pensamos nosotros. 


No voy a decir nada nuevo, pero siempre estaremos defendiendo los espacios que 
corresponden por ley como, por ejemplo, la Dinatra y, también -con la larga experiencia a 
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la que hacía referencia la consejera Laura Motta- a la formación de ADES en la 
clandestinidad, a la que yo pertenecí. He tenido una riquísima experiencia como 
negociadora con la coordinadora del sindicato de la enseñanza en el Codicén durante 
tres años. 


Ya lo he dicho, pero quiero resaltar que no es que no confiemos en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para que se traten estos asuntos sino que es bueno que los 
temas educativos se resuelvan en el ámbito educativo porque todo tiene que ver con el 
resultado educativo de nuestros jóvenes. 


Hoy decía un compañero de Fenapes que si hay que poner que el estatuto docente 
está vigente, se pone. Cuando integraba el Codicén como secretaria administrativa, decía 
que si hay que poner que la Constitución está vigente, se pone, y no hay que olvidar -lo 
digo con todo el respeto que me merecen todos quienes están acá- que esto es el 
Estado. Hay toda una carga constitucional de responsabilidad del Estado y de todo lo que 
ello significa en este caso para la administración, por más experiencia que uno tenga en 
el ámbito privado -corresponde la negociación colectiva en el ámbito privado con 
participación de las empresas y los trabajadores-, es absolutamente respetable. Mi 
abuelo fundó la UGT en 1946 con Enrique Rodríguez; por si alguien quiere alguna 
credencial, también la tenemos. Me crié en ese ambiente pero no hay que olvidar cuando 
estamos en el Estado. A veces es fácil -sin ninguna mala intención- que nos olvidemos de 
ello. Esto genera todo un tema de responsabilidad jurídica que es diferente que en el 
ámbito privado. 


Yo confío en que se va a salir de esta situación porque conozco a los actores 
institucionales. Creo que quedó claro que había algunas cosas que no se estaban 
haciendo bien -es mi opinión; no comprometo a nadie- y probablemente ahora, a raíz de 
la construcción de la agenda, se pueda ir resolviendo problema por problema. 


Por supuesto que siempre estamos a las órdenes de todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La secretaría enviará esta versión taquigráfica tanto a las 
delegaciones que nos visitaron como al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a fin de 
que esté al tanto de lo conversado aquí. Sin duda se han hablado temas muy importantes 
porque la defensa de los derechos es algo en lo que no se debe aflojar. La educación es 
el futuro y adelantarse a sus problemáticas es importante porque, además, puede afectar 
la vida de los trabajadores que muchas veces arman sus horarios de acuerdo con los de 
sus hijos. 


Debemos agradecer la honestidad y el respeto con el que se discutió aquí y, 
hablando en nombre de la Comisión, si aportamos medio grano de arena para llegar a un 
punto de encuentro quedamos contentos de haber colaborado. 


Se levanta la reunión 


